PROYECTO DE DECLARACION

LA H. CAMARA DE DIPUTADOS

 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

D E C L A R A

Su desagrado y su rechazo a lo estipulado por el Artículo 4º del Decreto Presidencial Nº 118 de febrero de 2006, limitando a uno los pasajes gratuitos para discapacitados que las empresas deben disponer por cada 54 asientos de sus unidades, lo que significa un claro retroceso en la búsqueda  de equiparación de oportunidades y de integración de aquellas personas que se ven limitadas en su actividad y restringidas en su participación.

Consecuentemente, resultaría muy valioso para la integración de dichas personas que se revisara y se removiera el criterio establecido por el mencionado artículo del Decreto en cuestión.

FUNDAMENTOS

El 9 de enero del año 2004, el entonces flamante y muy resuelto Presidente de la Nación, dictó un Decreto presidencial, conocido luego como Decreto 38/04, en el que el primer párrafo de su único Artículo establecía: 

“El certificado de discapacidad previsto por la Ley Nº 22.431 y su modificatoria, la Ley Nº 25.504, será documento válido para acceder al derecho de gratuidad para viajar en los distintos tipos de transporte colectivo terrestre, sometidos a contralor de la autoridad nacional, de corta, media y larga distancia, según lo establece la Ley Nº 25.635”.

Dicho Decreto determinó también la operatoria que deberían cumplir los discapacitados para solicitar sus pasajes y amplió las razones por las cuales los discapacitados pueden requerir tales pasajes al determinar: “Se consideran causas de integración social, aquellas que permitan a la persona con discapacidad compartir situaciones familiares o comunitarias en un lugar distinto al de su domicilio”, con lo cual quedaba consagrado y operativo un beneficio en pos de la plena integración, objetivo largamente anhelado por la comunidad de los discapacitados y de su entorno.

Sin embargo, y aunque la citada norma es muy clara en su redacción, las empresas prestadoras del servicio de Transporte Público de pasajeros, siempre se mostraron renuentes al cumplimiento de la misma y se negaron, casi con sistematicidad, a proveer dichos pasajes, a la par que  formulaban un incesante reclamo ante las autoridades en la materia para que se eliminara el beneficio en cuestión, o se lo restringiese el máximo posible. Ello no fue óbice para que continuaran recibiendo los gruesos subsidios de diversas índoles que reciben del aporte de todos los argentinos en pro del sostenimiento y la sustentabilidad de un sistema que vive permanentemente “en emergencia” y no logra alcanzar el equipamiento y los adelantos tecnológicos mínimos deseables, particularmente en materia de adaptación a las especiales necesidades de las personas discapacitadas. Así, siguieron reclamando con perseverancia digna de mejores causas, a la vez que el Estado les proveía también el gas oil, tan esencial para su actividad, a un precio de cuarenta y dos centavos, mientras en los surtidores los argentinos lo pagamos a un peso con cincuenta ctvs.

Por ello, imbuidos del ánimo de integración y reparación que tuvo el Sr. Presidente al momento del dictado de aquel Decreto, al que nosotros, como el resto de la comunidad nacional, saludamos fervorosa y públicamente; hoy no podemos menos que rechazar el reciente Decreto 118/06 dictado por el Presidente de la Nación, ya que en su Artículo 4º restringe el beneficio reconocido anteriormente a las personas discapacitadas, estableciendo:
“Para cada servicio, la obligación de transporte se limitará a UNA (1) plaza para discapacitado y UNA (1) para su acompañante, si el servicio cuenta con hasta CINCUENTA Y CUATRO (54) asientos y de DOS (2) plazas para discapacitados y su acompañante si la capacidad fuera mayor”.

Por las razones expuestas, solicito a los señores legisladores se sirvan acompañar con su voto favorable a la presente iniciativa.

